
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 123 BIS A LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 

DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARTHA ELENA 

GARCÍA GÓMEZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La suscrita, Martha Elena García Gómez, y las y los diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción 

Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, presenta a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto que 

adiciona el artículo 123 Bis a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en relación con 

las medidas de protección, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Veinticuatro años después de su firma, ratificación, aprobación por la Cámara Alta y entrada en vigor para 

México, el Congreso General estuvo en condiciones de discutir ampliamente la pertinencia de contar con una 

normativa que velase por los derechos de niñas, niños y adolescentes acorde con la reforma Constitucional de 

derechos humanos de 2011 y, particularmente, con la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Con la publicación de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes —DOF, 04 de diciembre 

de 2014— se abrió un campo inédito en la atención de la niñez y la adolescencia. 

De ese modo, se alcanzaron los acuerdos necesarios para establecer que la citada norma tuviese por objeto:
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• Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios 

de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece el artículo 

1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

• Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, 

niños y adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte; 

• Crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Protección 

Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla con su 

responsabilidad de garantizar la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes que hayan sido vulnerados; 

• Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política nacional en materia de derechos de 

niñas, niños y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y bases de coordinación 

entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 

México; y la actuación de los Poderes Legislativo y Judicial, y los organismos constitucionales autónomos. 

En la Ley también se dispuso
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 que se contase con un instrumento denominado Procuraduría de 

Protección –adscrita, en el caso federal, al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, 

organismo público descentralizado– a fin de garantizar la más efectiva protección y restitución de los 

derechos de niñas, niños y adolescentes. Estipulando en consecuencia el que las entidades federativas 

tuviesen su respectiva procuraduría de protección . 

Igualmente mandató que las procuradurías de protección pudieran solicitar el auxilio de las autoridades de los 

tres órdenes de gobierno, quienes deberían proporcionárselo. 



 
  

Más aún, la Ley General estableció que para la debida determinación, coordinación de la ejecución y 

seguimiento de las medidas de protección integral y restitución de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, las Procuradurías de Protección deberán establecer contacto y trabajar conjuntamente con las 

autoridades administrativas de asistencia social, de servicios de salud, de educación, de protección social, de 

cultura, deporte y con todas aquellas con las que sea necesario para garantizar los derechos de niñas, niños y 

adolescentes. 

En otro de sus artículos, la LGDNNA estableció
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 de forma reiterada que las procuradurías en el ámbito de sus 

competencias coordinaran la ejecución y dieran seguimiento a las medidas de protección para la restitución 

integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las instituciones competentes actúen de 

manera oportuna y articulada (fracción III del artículo 122) 

La misma normativa estableció el procedimiento que deben seguir las procuradurías para solicitar la protección 

y restitución de derechos; esto en el artículo 123 y sus fracciones I, II, III, IV, V y VI. 

Por tanto, si bien la Ley vigente ya contempla, como hemos apuntado previamente, el que: 

• Las procuradurías de protección deben establecer contacto con diversas autoridades administrativas a efecto 

de coordinarse para la ejecución y seguimiento de las medidas de protección integral y restitución de 

derechos (cuarto párrafo del artículo 121 de la LGDNNA) 

• Las procuradurías en el ámbito de su competencia coordinen la ejecución y den seguimiento a las medidas 

de protección para la restitución integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las 

instituciones competentes actúen de manera oportuna y articulada (fracción III del artículo 122 de la 

LGDNNA) 

• Las procuradurías de protección deben —para solicitar la protección y restitución integral de los derechos 

de niñas, niños y adolescentes— seguir un procedimiento especifico (artículo 123 de la LGDNNA) 

También es cierto que es factible precisar y aclarar en la Ley: 

• La creación de mecanismo de coordinación de las procuradurías de protección, donde la Procuraduría 

Federal de Protección Integral se constituya como eje coordinador de las procuradurías locales en sus tareas 

de aplicación de las medidas de protección especial, para efectos del artículo 123, sino para garantizar la 

eficaz restitución de los derechos vulnerados. 

De esa forma, estamos ciertas, las procuradurías no actuarían aisladamente y sí asociadamente bajo un esquema 

de colaboración interinstitucional, como una extensión operativa del Sistema Nacional. 

En esa tesitura, estarían en condiciones de diseñar y formular una política y un programa nacional en la materia 

— y los respectivos de orden local debidamente alineados—, detallando estrategias y líneas de acción 

particulares, que permitan unificar un modelo procedimental de aplicabilidad universal, por lo que toca a sus 

aspectos genéricos. 

Por otro lado, nos parece viable —sin menoscabo de la concurrencia en este rubro— que la Procuraduría 

Federal de Protección Integral pudiese atraer los casos de vulneración de derechos que se considerasen 

relevantes, entre ellos los que surgiesen en relación con protección especial de niñas, niños y adolescentes 

migrantes. 



 
  

Estos son, en suma, los fines de la enmienda que se propone sea adoptada en la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes. Lo anterior, en el marco operativo del Sistema Nacional de Protección Integral 

que conjunta los esfuerzos de los tres ámbitos de gobierno en la materia. 

En tal virtud, tengo bien someter a consideración de esta Honorable representación el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 123 Bis a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes 

Artículo Único. Que adiciona el artículo 123 Bis a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 123 Bis. Las procuradurías de protección establecerán un mecanismo de coordinación 

permanente para el diseño y formulación de una política y un programa nacional en materia de medidas 

de protección integral y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para su 

ejecución, seguimiento y evaluación en los ámbitos correspondientes. 

El mecanismo de coordinación será presidido por la Procuraduría Federal de Protección Integral, la cual 

atraerá todos aquellos casos que se consideren relevantes. 

Transitorios 

Único . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

1 Artículo 1o. de la LGDNNA. 

2 Artículo 121 de la LGDNNA. 

3 Artículo 122 de la LGDNNA. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 3 días del mes de abril de 2019. 

Diputada Martha Elena García Gómez (rúbrica) 

 


